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Sr. Presidente,
Sras. y Sres. Académicos:


Es un gran honor para mí ingresar hoy  como Académico honorario en esta docta e ilustre Corporación. Siempre he tenido por ciertas las palabras de Jorge Luis Borges: “la patria de un hombre es su infancia”. Si la infancia del gran Antonio Machado son “recuerdos de un patio de Sevilla”, la mía se corresponde con aquellos largos veranos familiares en la Villa de Salas, lugar de origen de mis padres y abuelos, depósito para las emociones juveniles de un asturiano nacido en Barcelona por razón de los avatares profesionales de mi querido padre (q.e.p.d.). Veranos largos e intensos: fiesta del Viso y excursión al Río Narcea en Cornellana; visitar al anciano padrino en Luarca; contemplar el arte prerrománico en el Naranco; incluso (¡gran aventura!) perseguir a las piraguas entre Arriondas y Ribadesella. Procuro que mis hijos Pablo y Álvaro, nacidos ya en Madrid, conserven ese vínculo con las raíces familiares. Ayuda mucho, sin duda, que Gemma sea natural de León, reeditando así en el seno familiar esa feliz conjunción astur-leonesa que aportó tantas cosas buenas a la historia de España.

Saben ustedes que el apellido Pendás procede de un hermoso “pueblín” muy cercano a nuestra Covadonga. Me permito por ello una primera reflexión. Asturias, los asturianos, cuenta/contamos con una personalidad indiscutible. En palabras de Valentín Andrés Álvarez, el gran economista, ilustre antecesor mío en la medalla número diez de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, “en el principio fue la manzana”. Sin embargo, nada nos resulta más ajeno que cualquier exclusivismo localista y aldeano. Somos de nuestro pueblo y también asturianos y (¡cómo no!) españoles, los primeros de todos, y naturalmente europeos y universales hasta el fin del mundo, si y cuando nos hace falta. Las identidades plurales enriquecen al ser humano. El “parroquialismo”, dicen nuestros vecinos británicos, limita y empobrece el espíritu. Ojalá esta lección sea asumida por todas y cada una de las gentes de esta gran nación histórica llamada España, mejor cuanto más unida y más rica cuanto más plural. Una nación “por la que vale la pena luchar”, como dijo don Felipe de Borbón en su discurso del Teatro Campoamor, el último como Príncipe de Asturias en 2013 durante la hermosa ceremonia de entrega de los Premios de la Fundación ahora ya Princesa de Asturias, acaso el mayor éxito de esta tierra en el final del siglo XX y el tiempo trascurrido del XXI. Desde hace ya dieciocho años, tengo el honor de formar parte de los Jurados de estos Premios de máximo prestigio internacional, y me consta la ilusión que nos embarga cuando se funden en un solo acto tantas emociones y tantos sentimientos.

Asturias, señoras y señores académicos, es tierra de grandes liberales. En ellos me reconozco y con ellos me identifico. Es hora, por tanto, de recuperar un “jovellanismo activo”, como reclamaba el 19 de marzo de 2011 ese gran jurista y español, Aurelio Menéndez, que forma parte de la selecta nómina de honorarios en esta distinguida Corporación. En una Tercera de ABC, bajo el rótulo “Presencia de Jovellanos”, recordaba el ilustre mercantilista a ese “español de todas las Españas”, modelo de ejemplaridad y rectitud, “desde el nacimiento en el Gijón de su alma hasta su fallecimiento en Puerto de Vega”. No puedo olvidar, faltaría más, a mi admirado  José María Queipo de Llano y Ruiz de Sarabia, conde de Toreno, tan vinculado con el concejo de Salas, el diputado más joven de las Cortes de Cádiz, hasta el punto de que fue preciso otorgarle una dispensa especial para que pudiera tomar posesión de su cargo ya que todavía no contaba veinticinco años, la edad mínima exigida. Si damos un salto en el tiempo, quiero mencionar con el mayor afecto en este año de su centenario a Torcuato Fernández-Miranda y Hevia, protagonista al más alto nivel jurídico y político de nuestra Transición democrática, esa “hazaña primordial” (si se me permite la cita de  Mircea Eliade), momento fundacional de la España contemporánea. Don Juan Carlos, ahora Don Felipe, la Corona en fin como símbolo de la Nación y el Estado. Un régimen político pluralista, con un generoso sistema de autonomías territoriales. En suma, una democracia a la altura de los tiempos, con sus grandezas y sus servidumbres, igual de buena e igual de mala, si se quiere, que las de nuestros vecinos y socios en la Unión Europea. He aquí las señas de identidad de la España de nuestros días, que el director del Centro de Estudios Políticos y Constitucionales y Consejero Nato de Estado que les habla siente como propias en la doble condición rousseauniana de hombre y de ciudadano. Me honra haber dedicado lo mejor de mi vida profesional a la defensa de esta España constitucional que, bajo el texto de la ley de leyes de 1978, ha sido, es y será un éxito, por mucho que pretendan impedirlo unos cuantos desleales y no pocos oportunistas. Este es, creo, el compromiso firme de una abrumadora mayoría de la sociedad española, sin distinción por el lugar de origen o las ideologías políticas.


Cumplidas así estas deudas de memoria y gratitud hacia todos ustedes, procede abordar el contenido propio de este discurso de ingreso bajo el epígrafe “Jueces en democracia”, una reflexión desde mi condición de jurista y de estudioso de la Ciencia Política acerca de algunos problemas que afectan a la raíz de nuestro Estado de Derecho. 

---------------------0---------------------0---------------------------0-----------------

Jueces y política
.  Tampoco esta vez hay nada nuevo bajo el sol. Busquemos algún antecedente significativo. Estamos en la Roma (todavía) republicana, siglo I a.C., en plena formación del futuro Imperio que acelera la crisis de la res publica dominada por los patricios. Vamos a utilizar al mejor de los guías, Theodor Mommsen, tan notable historiador como escritor brillante, según prueba el Premio Nobel de Literatura
. Época posterior a la muerte de Sila, en pleno dominio de los oligarcas. Cuenta el historiador alemán que la pésima administración de justicia a cargo de tribunales senatoriales era objeto de quejas incesantes. Entre otras razones, porque “era imposible obtener la condena de un hombre influyente” o porque “el colega sentía simpatía por su colega”. Había muchos acusados de corrupción y múltiples escándalos odiosos que obligaron al Senado a plantear medidas contra la venalidad de los jueces. Sin embargo, “como puede suponerse, la deliberación duró lo que duraron los rumores, para luego abandonar por completo este asunto”. Concluye Mommsen, un “liberal” que prefirió interrumpir su historia en tiempos de César para no hacerse cómplice de la deriva autoritaria de la civitas romana: “la mala administración de justicia engendraba las más deplorables consecuencias”.

Un salto en el tiempo y nos detenemos en Montesquieu, autor indiscutible de la versión clásica sobre la división de poderes, en especial sobre el Poder Judicial. En  De l`esprit des lois (1748) se proclama la célebre doctrina sobre la necesidad de que el poder frene al poder
 . También la exigencia absoluta de que el Judicial esté separado del Ejecutivo y el Legislativo. Suele olvidarse que el presidente (hereditario) del Parlamento de Burdeos prefiere que los jueces no formen un “estado” o “profesión”, sino que procedan del pueblo y sean temporales y no permanentes. Es la vieja imagen de la democracia ateniense, plasmada en los jurados de ciudadanos. Lo más conocido y lo más significativo a nuestros efectos: “De esta manera, el poder de juzgar, tan terrible para los hombres, se hace invisible y nulo”. Y reitera poco más adelante: “De los tres poderes de que hemos hablado, el de juzgar es, en cierto modo, nulo”. Las consecuencias políticas son de sobra conocidas: el juez se limita a pronunciar las palabras de la ley. En sentido amplio, el positivismo jurídico tiene por objetivo principal limitar (anular, incluso) el poder político de la noblesse de robe en Francia, con sus poderosos Parlamentos  judiciales, demolidos por la pluma implacable de Voltaire. O, en la misma línea, reducir la influencia de los lawyers ingleses, refugiados en los intersticios del Common Law, bajo la autoridad –por esos mismos años– de sir William Blackstone y sus Commentaries, objeto de crítica feroz, y no es casualidad, por parte del positivista Jeremy Bentham y  sus discípulos. Bentham , por cierto, fue objeto de mis primeros desvelos como investigador, en una tesis doctoral donde llamo la atención sobre su influencia en muchos próceres asturianos. Una y otra vez ocurre lo mismo: Gneo Flavio arrancó a los pontífices romanos el libro de las fórmulas y lo entregó al pueblo. Dicho en términos lapidarios, la ley contra el Derecho, ya que el viejo Derecho fue responsable de su propia ruina, por causa de su defensa ciega de intereses estamentales. Frente a ellos, la ley llegaba con fuerza irresistible, como expresión de la “voluntad general” rousseauniana para proclamar el triunfo de los ciudadanos libres e iguales contra los prejuicios, falacias y ficciones premodernas.

Pero aquí hablamos de política, al margen de tecnicismos legales. Estado de Derecho, principio de legalidad, seguridad jurídica, todos y cada uno de los conceptos que configuran la modernidad en el mundo del Derecho tienen un origen muy determinado: la desconfianza durante la Revolución francesa hacia los jueces provenientes del Antiguo Régimen. El maestro García de Enterría ha escrito páginas luminosas sobre el significado de las primeras leyes revolucionarias, que marcan para siempre la evolución del Derecho público
. La famosa Ley de 16/24 de agosto de 1790 (todavía integrada en el “bloque de la constitucionalidad”, dos siglos largos después) estableció de forma tajante la separación entre funciones administrativas y judiciales y prohibió a los jueces troubler las actividades de los agentes públicos. Se trataba de poner en su sitio a aquellos Parlamentos judiciales (como el que Montesquieu presidió en su día) capaces de hacer frente nada menos que al Rey Absoluto y dispuestos ahora a dar la batalla contra la Revolución
. Aparte de consecuencias jurídicas muy significativas, por ejemplo la creación  del Conseil d´Etat para ejercer la jurisdicción contencioso-administrativa, importa aquí extraer una lección política: la neutralidad del Poder Judicial debe predicarse de su ejercicio, mediante las garantías que sean adecuadas, sin exigir una imposible asepsia ideológica a los jueces y magistrados. 
 Para no recargar en exceso el capítulo de ejemplos, me limito a mencionar otro más, al máximo nivel. El origen, designación presidencial y examen parlamentario de los magistrados del Tribunal Supremo de los Estados Unidos son el mejor ejemplo, desde el juez Marshall a los últimos nombramientos de Barack Obama. Por lo demás, el contraste entre los hearings en el Senado norteamericano de los candidatos y las comparecencias estrictamente formales en nuestras Cámaras de los futuros magistrados ya consensuados por los partidos es fiel reflejo de que se puede trasplantar la letra de las leyes, pero no su “espíritu”. Al fin y al cabo, eso lo aprendimos del gran Montesquieu… En efecto, las instituciones importadas, carentes de arraigo social, malviven arrinconadas en los márgenes de la vida social y solo gozan de buena salud en los programas de oposiciones. Si me permiten un ejemplo ajeno por completo a la política, piensen en el régimen económico matrimonial de participación (artículos 1411 y siguientes del Código Civil), introducido con la mejor voluntad por la Ley 11/1981, hoy  prácticamente en desuso. 

En el caso de España, hay un diagnóstico coincidente: la Justicia sufre males endémicos y alguno de ellos se percibe como irresoluble por la opinión pública. Ante todo, las dilaciones excesivas, en contraste con el derecho constitucional reconocido por el artículo 24. Una resolución tardía es ineficiente en el orden civil, administrativo o laboral y es fuente de injusticias notorias en el ámbito penal. El prestigio de nuestra judicatura depende, por tanto, de su capacidad para satisfacer la demanda social de una respuesta rápida y razonable a las pretensiones de los litigantes o al ejercicio del ius puniendi del Estado. Porque una sociedad activa y dinámica genera conflictos que deben ser resueltos con arreglo a la ley o encauzados por vías de mediación o arbitraje que todavía son insuficientes. De hecho, si la Justicia funciona bien, aporta certeza al mundo del crédito y evita la parálisis durante años del dinero prestado en garantías, fianzas, cauciones e instrumentos análogos. La justicia es rentable, sin duda. No solo es cuestión de recursos materiales y personales o de medios tecnológicos, ni siquiera de buenas leyes procesales que sustituyan a modelos anticuados. Todo eso es importante, faltaría más. Pero el problema que perturba la imagen de los jueces en nuestras democracias inquietas consiste, pura y simplemente, en la sospecha (a veces fundada) de politización. En este punto vamos a concentrarnos ahora.


Ante todo, conviene acotar el ámbito material. Salvo casos muy aislados, nadie cuestiona la imparcialidad de jueces y magistrados en la jurisdicción civil, contencioso-administrativa o social. La clave está en los procesos penales y especialmente en el ámbito de la instrucción. Luego hablaremos de la justicia constitucional, con problemas específicos y técnicamente al margen del Poder Judicial en nuestro sistema jurídico. Vamos ahora con la respuesta judicial contra la corrupción, cáncer de la democracia porque  daña el fundamento mismo de la legitimidad del sistema. Los datos son muy preocupantes
. Pero también es cierto que los jueces españoles, aplicando un sistema hipergarantista, lento pero seguro, son capaces de enjuiciar a políticos de todos los partidos y a financieros relevantes, sin olvidar a personajes muy conocidos de la vida social. Al margen de tópicos alimentados por intereses muy determinados, hay justicia en nuestra democracia, aunque nos queda todavía un largo camino por recorrer para alcanzar los niveles de calidad deseables.

El Poder Judicial es la seña de identidad de una democracia genuina y su fracaso hace imposible vivir en un Estado de Derecho
. Nada hay más perturbador en nuestro lenguaje social que la referencia habitual a jueces “conservadores” y “progresistas”, como si un tribunal fuera (adaptando a Clausewitz) la continuación de la política por otros medios. El ya citado Montesquieu quedaría perplejo ante el fenómeno de los “jueces estrella”, una auténtica contradicción en los términos. He aquí el mayor reto de nuestra democracia, al margen de pasiones partidistas o intereses coyunturales. Porque, como dice el artículo 117 de la Constitución, jueces y magistrados deben estar sujetos exclusivamente al imperio de la ley, única garantía de su independencia.


La experiencia tras muchos  años de democracia ha sido muy negativa en este punto, sin perjuicio de que una inmensa mayoría de jueces ha cumplido y cumple sus delicadas funciones con el máximo rigor y discreción. Pero cualquier ciudadano que se asome a los medios de comunicación conoce el nombre y las andanzas de al menos una docena de titulares de órganos jurisdiccionales, casi siempre unipersonales y prácticamente todos en el ejercicio de labores de instrucción penal. Con solo una pizca de exageración, puede decirse que los nuevos poderes del Estado democrático son, a veces en (fecunda) conexión, el periodista de investigación y el juez de instrucción. A propósito del más famoso de todos, Baltasar Garzón, he hablado alguna vez del “juez Hércules”, tomando en préstamo una conocida expresión de Ronald Dworkin, muy utilizada por los filósofos del Derecho.


El daño causado al sistema judicial por estas aventuras mediáticas es difícilmente exagerable. La gente piensa que “los jueces” (una vez más: tomando la parte por el todo) son caprichosos, oportunistas y enemigos del sentido común. Algunos de ellos transmiten un desmedido afán de protagonismo, incompatible per se con la mesura que requiere la práctica de la jurisprudencia. El juez es el garante supremo del principio de legalidad y la sospecha de arbitrariedad afecta a la médula misma de su función. Por eso, merece el más severo reproche cuando pone la vanidad por encima del cumplimiento estricto del deber. Hablo, está claro, desde el punto de vista ético o social, y no necesariamente  penal o disciplinario. Viene a la memoria la célebre reflexión del juez Oliver Wendell Holmes en el frontispicio de la obra más citada (de acuerdo con las estadísticas oficiales) en el  Derecho norteamericano: “cuando se estudia Derecho, no estudiamos un misterio sino una profesión bien conocida”.


Por esta vía, el Poder Judicial, antes neutro y casi invisible, se transforma día a día en un elemento activo y partidario. Basta con ser ambicioso y tener suerte (o saber buscarla) en el turno de reparto para hacerse un hueco en una sociedad del espectáculo masas que necesita identificar al responsable de la noticia y muestra una antipatía natural hacia el lenguaje abstracto de los juristas y el servicio frío y objetivo a las instituciones. Por esta vía espuria, un vendaval (quizá exagero: un puñado) de jueces justicieros irrumpe con fuerza en el imaginario colectivo, ya sea para impulsar con argumentos creativos una justicia cósmica o para disputar a los políticos el lugar principal en las portadas o las tertulias. La sede de los órganos jurisdiccionales se transforma así en un tropel de cámaras y micrófonos que esperan las entradas y salidas de los protagonistas del happening de cada día. Protagonistas, unos, de carácter efímero; otros, en cambio, vienen para quedarse, y nos acompañan durante años, ya sea prolongando un caso relevante o saltando de un caso a otro al compás de los tiempos y las modas.


La ironía no debe ocultar la gravedad del problema. Incluso antes de tomar como objetivo a los políticos, la desafección era común respecto de los jueces. Recuperar  el prestigio perdido puede ser cuestión de generaciones. Eso sí, el objeto de atención cambia con el paso del tiempo. Felizmente, el terrorismo ocupa ya un largo secundario. Hoy día, el juez jaleado por ciertos medios y presionado por todos dedica su tiempo a los casos más llamativos de corrupción, que inundan los debates públicos en diferentes formatos y medidas. De nuevo, por fortuna, hablamos de corrupción  fuera de los juzgados. La gente intuye que las “estrellas” se mueven por afán de notoriedad y/o por prejuicios ideológicos, pero no por venalidad o soborno. Hay algún caso, como es notorio, pero sería profundamente injusto generalizar de forma gratuita. Los jueces españoles (como los profesores, los funcionarios, los médicos o tantos otros sectores profesionales) son honrados a la hora de manejar asuntos de su competencia. Cuando dictan a sabiendas una resolución injusta (esto es prevaricación, como ya sabe todo el mundo), el móvil tiende a ser psicológico y no económico. España no es una sociedad corroída por prácticas corruptas. Al margen de excepciones contadas, tampoco lo es el Poder Judicial.


No hace falta mencionar nombres o siglas que aparecen a todas horas en los medios y son objeto de los desvelos de nuestros jueces justicieros. El partidismo implacable determina las simpatías o antipatías por la actuación de unos y de otros. Es muy fácil establecer la filiación ideológica del espectador solo con observar su reacción ante la imagen del juez A o la jueza B en su entrada y salida cotidiana del lugar de trabajo. Por supuesto, la notoriedad de unos cuantos arrastra sin remedio hacia el abismo el derecho a la privacidad de los colegas, los colaboradores, los policías o incluso de los ciudadanos que pasaban por allí. Las filtraciones de interrogatorios o el                anticipo mediático de providencias,  autos y sentencias introducen un factor adicional de incongruencia hacia la labor sosegada que debe prevalecer en este ámbito. Una legislación procesal vetusta, que esconde interferencias bajo el manto de garantías, contribuye decisivamente a permitir estas situaciones, asumidas ya con normalidad por los ciudadanos. No sé si la solución está en atribuir la instrucción penal al Ministerio Fiscal o en simplificar trámites y procesos. Parece claro que no consiste en establecer plazos legales imposibles de cumplir en la práctica. Los mejores expertos apuntan en direcciones coincidentes, aunque en Derecho, como decía un clásico de nuestra lengua, hay siempre “más opiniones que uvas en cesto”. Pero hay que hacer algo, pronto y bien. Desde este punto de vista, creo que la reforma en marcha de la Ley de Enjuiciamiento Criminal apunta en la buena dirección, aunque una vez más tendremos que esperar para que un genuino Código Procesal Penal sustituya a la benemérita Ley decimonónica.

La lucha contra las prácticas corruptas es el ámbito natural del Poder Judicial, si admitimos que corrupción es todo ejercicio arbitrario del poder en beneficio de intereses particulares: the misuse of office for personal gain, suele definirse a escala internacional
. Así pues, no solo la justicia penal debe ser elemento sustancial en esta lucha, porque también la jurisdicción contencioso-administrativa tiene que afinar sus instrumentos para anular, cuando proceda, las adjudicaciones de contratos, los nombramientos de empleados públicos y, en general, esa “desviación de poder” que nos deslumbra en sede doctrinal y luego nos decepciona por su escasa viabilidad en la vida real, aunque renace de sus cenizas en los últimos años en el ámbito del urbanismo para justificar la solución (maximalista) de declarar nulos de pleno derecho ciertos acuerdos municipales de modificación de planes urbanísticos. Tiene razón Santamaría Pastor en un estudio reciente cuando califica a esta vieja creación del Conseil d’Etat francés como una “libérrima construcción creativa”, contraria a la seguridad jurídica, a cuya aplicación se resisten los jueces prudentes
. Pero entonces habrá que explicar a nuestros alumnos en la Facultad que ciertas construcciones brillantes de la doctrina solo sirven en el mundo platónico de las Ideas y deben olvidarlas en el ejercicio práctico de la profesión.
Como es notorio, la corrupción incluye conductas diferentes, desde las propiamente delictivas hasta  la petty corruption,  mucho menos llamativa pero no  menos grave a efectos de vertebración social. Explican los estudiosos que corrupción es la suma de monopolio y discrecionalidad en la toma de decisiones combinada con una escasa o nula rendición de cuentas (accountability). La desconfianza social hacia las instituciones cierra el círculo vicioso. Financiación de partidos y urbanismo (o las dos cosas juntas) son el ámbito propio de la corrupción en España, al amparo de una larga tradición de intervencionismo público y de la recalificación del suelo, especialmente productiva en época de boom inmobiliario
. Hay que situar las cosas en su sitio, insisto, para evitar generalizaciones injustas.


La jurisdicción penal debe ser la última ratio en la lucha contra la corrupción. Endurecer las penas por cohecho y malversación de caudales públicos o crear un tipo delictivo para la financiación irregular de los partidos son pasos en la dirección correcta. También, y todavía más, agilizar los procesos penales, evitando la lógica indignación social cuando los procedimientos se eternizan y al final nadie responde. Cabe recordar que Bernard Madoff fue juzgado y condenado en los Estados Unidos en menos de seis meses. Proponen los expertos la separación en el enjuiciamiento de los diversos delitos que suelen confluir en estos asuntos, así como remitir a otra sede la compleja cuantificación de las responsabilidades civiles. Todo eso está muy bien, pero la clave reside en las medidas preventivas, por ejemplo, una especie de “alerta temprana” sobre movimientos sospechosos de capitales, y también en un control ex ante y ex post, bien regulado y organizado, sobre la situación patrimonial de la “clase política” en un sentido amplio: altos cargos del Ejecutivo, titulares de un mandato representativo y puestos directivos de los partidos. Nadie se enriquece, más bien al contrario, con el ejercicio honorable de un cargo público. Bajo la presión social de los casos más llamativos se puso en marcha un proceso de regeneración democrática, que plantea como primer capítulo este paquete de medidas contra la corrupción. El Centro de Estudios Políticos y Constitucionales elaboró un informe que se tradujo en una batería de proyectos de ley. Sería muy importante para nuestra higiene democrática que estas medidas se trasladen a la opinión pública en el marco de un pacto de Estado, aunque el largo año electoral que vive nuestro país no permite ser optimistas al respecto. Ojalá prevalezca en los partidos el sentido de la responsabilidad, no importa si algunos toman la decisión correcta por oportunismo y no por convicción. También en política el refranero es muy útil: “hágase el milagro y…”

Pero la mejor medicina contra la corrupción se llama transparencia. Con sus defectos y servidumbres, por fin tenemos en España una ley a la altura de nuestros socios europeos. Mejorable, como todo en la vida, pero claramente orientada a elevar la calidad de nuestra inquieta democracia
. Las Administraciones Públicas (y los partidos, las organizaciones empresariales, los sindicatos, los órganos constitucionales y, a iniciativa propia, la Casa del Rey) quedan obligados a superar viejos resabios del secretismo y las covachuelas. Decía el juez norteamericano Louis Brandeis que “la luz del sol es el mejor desinfectante”
. Es verdad que las leyes no son un remedio universal para los vicios personales y sociales. Eso solo lo pensaban el doctor Pangloss y Candide, su ingenuo discípulo, “joven metafísico, ignorante de las cosas de este mundo”, al decir –una vez más– del radical Voltaire. Pero las buenas leyes ayudan a las buenas prácticas, y una vez que el Boletín Oficial cumple su función de incorporar la norma al ordenamiento jurídico empieza un proceso de educación pública para administradores y ciudadanos que será determinante a la hora de recuperar la confianza en las instituciones.


Hay otras cuestiones que suscitan polémica. Entre ellas, el aforamiento, que alcanza en España niveles muy amplios en cuanto a su ámbito subjetivo de aplicación en contraste con otros países. Con alguna sorpresa para el observador imparcial; en especial, que durante años no hubo aforamiento para los miembros de la Familia Real (la irresponsabilidad jurídica del Rey es otra cuestión), mientras que sí existe  para autoridades y funcionarios de rango medio. Se puede actuar sobre la inmensa mayoría de los casos sin necesidad de reformar la Constitución, salvo para diputados y senadores, presidente del Gobierno y ministros. Pero convendría atender a ciertos argumentos racionales más que emotivos, porque no se trata de un “privilegio” personal, sino de una garantía para el buen ejercicio de la función. Por lo demás, en ningún sitio está escrito que la Sala de lo Penal del Supremo, por citar el caso emblemático, sea necesariamente más “generosa” que otros órganos jurisdiccionales. Por último, desde el punto de vista estricto del Estado de Derecho, juez “natural” es aquel que viene predeterminado por la ley y, por tanto, que no se elige ad hoc para el caso correspondiente. Sin embargo, parece razonable plantear otras reformas legales para eliminar anacronismos sin sentido. Casi nadie repara en la vigencia  de una ley más que centenaria, en virtud de la cual la denegación de un suplicatorio por el Congreso o el Senado produce el libre sobreseimiento, sin posible revisión ulterior. 
A día de hoy, lo lógico sería establecer la suspensión de los plazos hasta que el parlamentario cese en su condición, para reanudar después las actuaciones
. El contexto es muy diferente respecto de la Ley de 1912. Se trataba entonces de proteger a la Cámara frente a una persecución política. Ahora, el Parlamento “racionalizado” por los partidos no necesita defensas adicionales.


Si vamos al fondo del problema, la inquietud más extendida sobre el ámbito judicial se llama, como dijimos, politización. A propósito de la Ley 4/2013, nueva reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se utilizaron - una vez más - adjetivos muy fuertes. Tribunal Constitucional y Consejo General del Poder Judicial sufren (casi) desde el primer día la sospecha de ser una prolongación apenas disfrazada del Estado de Partidos. No siempre es verdad todo lo que se dice, pero no cabe negar determinadas evidencias, que muchos alimentan cada día a base de torpezas o incongruencias. Recuerdo, una vez más, que no somos los únicos, aunque a veces tenemos la sensación de ser los peores. El Tribunal Supremo de los Estados Unidos goza de un notable y merecido prestigio. Sin embargo, los jueces son designados por razones estrictamente ideológicas y previa negociación política que incluye, a veces, una batalla campal en el proceso de confirmación por el Senado. El viejo libro de Lambert sobre el “gobierno de los jueces” (1921) sigue de actualidad casi un siglo después
. Por si falla la memoria, recordemos que en los Estados Unidos los jueces del más Alto Tribunal federal son designados por el Presidente, previa confirmación senatorial, con carácter vitalicio. Es notoria la filiación política de los llamados en su día nine old men (felizmente, hoy hay varias magistradas). La resistencia conservadora contra las medidas sociales, desde Lochner vs. New York (1905), tuvo su máximo reflejo en el ya mítico conflicto sobre el New Deal de Roosevelt. En los años 60, la Warren Court y la Burger Court fueron determinantes en el reconocimiento de los derechos civiles. Todo lo contrario que los tribunales Rehnquist y Roberts, de notoria mayoría republicana. Pero sin duda la tensión política alcanzó su máxima dimensión en el debate senatorial sobre el candidato Robert H. Bork, propuesto por el presidente Reagan en 1987. Las acusaciones hacia el juez conservador lograron su objetivo: no puede acceder al máximo órgano judicial de la Unión quien se sitúa fuera del mainstream de la doctrina constitucional. La candidatura fue rechazada por 58 votos contra 42
.


Sin falsos eufemismos: en Estados Unidos, la politización del Poder Judicial es un rasgo inherente al sistema de “frenos y contrapesos”. El famoso Marbury  vs. Madison, cuya sentencia de 1803 fue la obra magistral del juez Marshall para inventar el control de constitucionalidad, refleja una lucha muy concreta por el poder, al margen de la grandeza doctrinal de los argumentos jurídicos
. Es notorio que la izquierda prevalece en los casos Brown (1954), que pone fin a la discriminación racial en la escuela; Poe (1973), que admite con restricciones el derecho al aborto, o  Bakke (1978), a favor de la cuota por razón de raza en las universidades y, por tanto, de la discriminación positiva. Es evidente que gana la derecha en Bowers (1986), contra las relaciones homosexuales consentidas; en múltiples sentencias que magnifican el derecho de propiedad contra limitaciones urbanísticas; incluso, y ello resulta mucho más llamativo, en Bush vs. Gore (2000). Los intérpretes discuten sobre la hermenéutica constitucional como si hablaran desde el mundo platónico de las Ideas, pero conviene decir las cosas alto y claro. La tesis “originalista” es conservadora: para interpretar la Constitución debemos acudir a la voluntad de los Padres Fundadores, cuyo espíritu era –por razones obvias– individualista y liberal (en sentido europeo). La tesis “activista” complace mucho más al progresismo: el juez crea y recrea las normas constitucionales, dando solución caso por caso (one case at a time, dice Cass Sunstein) en función de criterios sociopolíticos
.


Todo tiene ventajas e inconvenientes. En nuestro sistema kelseniano, la politización en sentido partidista significa, lisa y llanamente, una herida de muerte para la justicia constitucional, porque la desplaza hacia el “decisionismo” schmittiano. O sea, el bando contrario al del maestro de la Escuela de Viena. Pero no hace falta subir al Olimpo de la doctrina más acreditada. Lo malo aquí y ahora es que cuesta designar a los mejores, en sentido estrictamente profesional, para el ejercicio de funciones que han perdido prestigio a base de presiones, sectarismos y recelos generalizados. Nadie pone en duda la cualificación jurídica de los integrantes de nuestro primer Tribunal Constitucional, bajo la presidencia de Manuel García-Pelayo. A partir de ahí, las cosas han ido a peor, al margen –por supuesto– de excepciones sobresalientes y de un marco general de dignidad en la inmensa mayoría de los nombramientos. Mucha culpa del desprestigio la tienen también los retrasos injustificables a la hora de designar a los miembros, incluyendo fórmulas legales para legitimar el bloqueo. Para evitar tentaciones, sería deseable una buena reforma que limite las prórrogas de esos mandatos a los casos imprescindibles.


Los mejores son siempre más independientes, incluso al margen del origen ideológico. Cito ejemplos notorios: E. Benda, R. Herzog y tantos otros jueces del modélico Tribunal de Karlsruhe fueron hombres de partido. Häberle escribe con frecuencia, con la mayor naturalidad, sobre el Tribunal Constitucional como poder político. La sabiduría, por fortuna, inspira respeto. La auctoritas debe jugar un papel relevante en una sociedad sanamente constituida. Solo así se justifica el carácter contramayoritario de la justicia constitucional. Si designamos a gentes atadas por vínculos particulares, tendremos una nueva (y perfectamente inútil) Cámara política. En este ámbito, es tan importante el adjetivo “constitucional” como el sustantivo “democracia”. Precisamente porque no hay conducta más democrática que el respeto a la Constitución. Ha dicho alguna vez el Alto Tribunal (en la también polémica sentencia sobre la LOAPA) que su función consiste en garantizar la distinción entre poder constituyente  y poderes constituidos. Sin paradoja alguna: el respeto debido a las mayorías, fuente de legitimidad del Estado democrático, exige que se refuercen los poderes contramayoritarios. 


La formación de los jueces es otra cuestión pendiente. Como es obvio, hay que saber Derecho y el sistema de oposiciones ofrece históricamente un balance muy positivo para la promoción social de las clases medias. Los funcionarios de los cuerpos jurídicos del Estado reúnen sin apenas excepciones las cualidades exigibles de mérito y capacidad. De ahí se nutre una parte sustancial de las élites políticas y empresariales; en algún caso, muchos menos, también de las culturales. Sin embargo, estudiar los Códigos Civil y Penal o las leyes procesales no basta para enjuiciar con suficiente rigor las operaciones de ingeniería financiera o los ciberdelitos o los blanqueos  de capitales mediante sociedades interpuestas. O dotamos a los órganos jurisdiccionales de un sistema eficaz de asesoría técnica permanente o reforzamos la preparación de los jueces en estas materias. Mejor, seguramente, las dos cosas. Todo jurista orgulloso de su oficio admira como merece el Derecho civil, id est, en buena medida, el Derecho romano. Pero hay que evaluar si aporta lo necesario a día de hoy conocer y recitar los artículos del Código sobre la persecución del enjambre de abejas, la sustitución pupilar y ejemplar o los derechos de uso y habitación en una sociedad compleja y globalizada. Como decía el maestro Castán, el censo enfitéutico reposa hace mucho tiempo en la sala de las momias jurídicas. No sólo en Derecho civil, por cierto. También habría que revisar en los programas los temas dedicados a la letra de cambio, esa antigualla que supone todavía un martirio para estudiantes y opositores.
Democracia constitucional significa mucho más que ganar las elecciones por mayoría absoluta o por mayoría precaria y gestionar apoyos coyunturales a base de concesiones
. La palabra clave es confianza. La confianza se traduce en seguridad jurídica; reglas del juego limpias y transparentes; saber a qué atenerse; en definitiva, Estado de Derecho. Espacios objetivos y árbitros imparciales. Por tanto, instituciones y no meras ocurrencias. El Poder Ejecutivo tiene el deber inexcusable de respetar ese ámbito ajeno a sus competencias: Poder Judicial, Ministerio Fiscal (muy especialmente), Administraciones independientes, televisión pública, órganos consultivos, organismos reguladores, entidades y agencias que sirven al interés general desde una perspectiva suprapartidista…; la lista podría ser mucho más larga. Todos ellos deben actuar con sentido institucional, es decir, como una idea de obra o empresa que no depende de mayorías cambiantes, sino de reglas con vocación de permanencia y que solo pueden ser alteradas de común acuerdo.


Reitero lo dicho: la verdadera democracia consiste en poner límites a la mayoría. Utilizar un poder transitorio y restringido para romper ese equilibrio es una forma de populismo impropia de un sistema constitucional que se respete a sí mismo. Hasta aquí, todos de acuerdo. A partir  de ahora, empieza la discrepancia. ¿Qué ocurre en España? Tal vez el problema tiene su origen en el patio del colegio. La culpa es siempre del árbitro, de la mala suerte, del “enchufe” y el favoritismo. No figura entre nuestras virtudes  cívicas reconocer los errores propios, alabar los méritos de otros o respetar las decisiones imparciales. Hay excepciones, claro está, pero –por desgracia– los moderados y los ecuánimes llevan siempre las de perder. 


Convendría leer a Ulrich Beck, siempre ingenioso, cuando habla de instituciones “zombis”. O, si se prefiere, aplicar a unos cuantos organismos la doctrina de los Estados fallidos. Incluso, si nos ponemos trágicos, tratarlos como a los rogue states  y expulsarlos del ámbito reservado a la gente honorable. Dicho de otro modo: el objetivo es conservar las instituciones y eliminar las ocurrencias. Ojalá llegue ese día. Pero el prestigio perdido nunca se recupera, aunque la inercia burocrática asegure una larga vida. Han pasado treinta años largos y ya no tenemos excusa. Ni “joven” democracia, ni pretextos antifranquistas, ni partidismo a ultranza para reforzar el pluralismo político. Una sociedad madura exige instituciones serias. Es hora de rectificar en cuestiones que no pueden seguir así sin causar un grave daño a la legitimidad del sistema. Entre otras: acabar con el juego de “conservadores” y “progresistas” en los órganos jurisdiccionales. O con ese triste espectáculo de los “afines” que hacen méritos sin pudor en tantos consejos  y comisiones. Entre nosotros, una vieja mentalidad con notable arraigo social cuestiona sin matices la legitimidad del poder. Por eso, como ya sabía Montesquieu, si la democracia no practica la virtud ofrece argumentos a muchos escépticos y a unos cuantos  enemigos. Me niego a suscribir la (falsa) doctrina sobre la carencia de “capital social” entre los españoles. Sin embargo, es cierto que los malos hábitos impiden denunciar al conductor que infringe las normas, al alumno que copia en el examen o al compañero de trabajo que no cumple con su deber profesional. Luego nos extraña que los partidos exijan obediencia a los amigos beneficiados por un nombramiento arbitrario. ¿Somos incapaces los españoles de actuar con sentido institucional? Hay muchas pruebas en contrario. El Rey, por supuesto, referencia universal en su calidad de árbitro y moderador. Del Rey abajo… Pongo un solo ejemplo. Tenemos un procedimiento electoral que funciona con limpieza envidiable, mucho mejor que en otros países de larga trayectoria democrática. Dos o tres horas después del cierre de los colegios electorales, disponemos de un recuento riguroso y fiable, con incidencias mínimas, más bien anecdóticas. Recuerden, por cierto, que nuestra Administración electoral es, en su nivel básico, puramente honoraria: ciudadanos elegidos por sorteo que cumplen fielmente sus funciones en las mesas y secciones. Un buen motivo para confiar en nosotros mismos.

Sin magnificar la independencia del experto, hay que potenciar a las instituciones que reflejan el Estado imparcial
. Caen en el descrédito las entidades dominadas por el insaciable reparto de cuotas y es urgente buscar soluciones. El secreto siempre es el mismo: selección rigurosa de los miembros, normas que protejan su independencia, reacción ante las intromisiones ilegítimas. Hay buenos motivos para dudar de las intenciones democráticas de quienes despliegan en todas partes su sectarismo particularista. No sirve invocar la desconfianza patológica de todos contra todos: trust, insisto, es la seña de identidad de una democracia razonable. Hay demasiadas instituciones dispuestas a someterse a los dictados ministeriales, sin tomarse siquiera la molestia de guardar las apariencias. El descrédito de la política tiene mucho que ver con la invasión de territorios ajenos a la querella partidista. No deben acceder a ciertos puestos esas gentes que siguen al pie de la letra el irónico consejo de Boris Vian: “lo más importante en la vida es emitir juicios a priori sobre todas las cosas”. Hay que examinar de verdad a los candidatos en las comisiones de nombramientos del Congreso y del Senado, más allá de cumplir el trámite legal y elogiar su curriculum. Sobre todo, las leyes deben establecer causas rigurosas de inelegibilidad, mayorías reforzadas para la designación y códigos de comportamiento jurídicamente vinculantes. Como es natural, siempre triunfará algún candidato indeseable y se verá la manera de hacer la trampa al tiempo que se hace la ley. Pero no hay que dar facilidades, utilizando para ello las únicas armas que la democracia maneja mejor que nadie: transparencia, debate y rendición de cuentas. Cada día es más necesario defender la Política frente al partidismo. Las afinidades ideológicas no pueden sustituir al mérito y la capacidad para el acceso a puestos de responsabilidad que requieren la conjunción de conocimientos técnicos y sentido institucional. Digan lo que digan los falsos realistas, hay mucha gente disponible, porque la sociedad española produce buenos profesionales que rechazan el mercadeo y las servidumbres feudales.


Democracia es poder del pueblo en todo aquello –que es mucho– cuya determinación depende de la doxa, esto es, de la opinión legítima, pero cambiante y circunstancial. Una sociedad más solida de lo que algunos piensan (o tal vez desean) reconoce los límites objetivos al ejercicio del poder. Prefiere políticas de Estado en el ámbito internacional, en la lucha contra el terrorismo o en el modelo territorial. Respeta a los organismos que lo merecen y desprecia a los serviles que cubren bajo el manto prestigioso del Derecho la voluntad arbitraria de su jefe. Por ello, contempla con estupor el espectáculo que ofrecen ciertas instituciones y prefiere que desaparezcan si actúan como correa de transmisión de la voluntad gubernamental. Para eso da lo mismo que las decisiones se aprueben en el Ministerio y se ejecuten a golpe de jerarquía administrativa. Ya lo decía Aristóteles: la politeia es el mejor régimen político, pero pierde su condición cuando el gobernante olvida la veneración que debe a las leyes.


En efecto, es cuestión de leyes y de políticos, pero también los jueces (en sentido amplio) deben reflexionar. La clave se llama self-restraint, una suerte de austeridad y rigor para contener las tentaciones que impulsan al protagonismo. El buen juez es discreto, sabio y justo. Desprecia los elogios desmesurados y las descalificaciones concluyentes. Habla por medio de sus resoluciones, fundadas en Derecho. Por eso, la motivación es tan importante como el fallo. Esta es la fórmula adecuada para encauzar un problema que amenaza con alterar las señas de identidad del Poder Judicial. La sociedad del espectáculo jalea al “juez estrella”
. Pero, más allá de las modas, está el trabajo bien hecho al servicio de una función tan digna como apasionante, cuyo reconocimiento se sitúa en la tranquilidad de conciencia y el prestigio profesional. Los quince minutos (o incluso los quince años) de gloria vana no merecen la pena para tantos jueces que hacen honor a su (inmensa) responsabilidad. Como decía el gran Cesare Beccaria, lo único importante es que sean investigadores  independientes de la verdad.


En definitiva, el activismo judicial ha desplazado de hecho a las leyes degradadas por su excesiva proliferación. Es cierto que todo se reviste de retórica juridicista: valores y principios, estándares y pautas, criterios hermenéuticos de perfil genérico, dominan hoy día el panorama del Derecho ante la incomodidad de los juristas, educados en otro modo de razonar
. Todo se vuelve “ponderar” derechos en conflicto y entablar “diálogos” entre Tribunales, mucho mejor si unos juegan en el ámbito interno y otros en el internacional o supranacional. Lo peor son, a mi juicio, las normas meramente programáticas o las normas “promocionales” en sentido amplio, que nos conducen a la idea de Constitución inattuata formulada por Calamandrei en un famoso y polémico discurso
. El descrédito de las leyes, las promesas (constitucionales o legales) que nunca se cumplen, causan un daño irreparable a la legitimidad del sistema. No es cuestión de opción política, sino de realismo: otro gran jurista italiano de izquierdas, Norberto Bobbio, reconocía que ciertos derechos sociales son muy caros. Por eso no comparto la propuesta de algún sector político y doctrinal en el sentido de subir el rango (léase, llevarlos a la sección primera del capítulo segundo) de ciertos derechos del título primero (salud, por ejemplo). Si no hay medios suficientes, la decepción está garantizada. Dicho de otro modo: el Estado constitucional puede y debe otorgar al individuo el derecho a la búsqueda de la felicidad (the pursuit of happiness), al modo de la Declaración de Independencia de los Estados Unidos, pero no puede y no debe prometerle la felicidad, promesa sencillamente falsa y de imposible cumplimiento
.

La seguridad y la certeza del Derecho salen malparadas en nombre de una Justicia interpretada al gusto del juzgador. Desde una perspectiva ideológica, es fácil recordar que la legalidad fue una conquista del Estado burgués de Derecho. Por eso, algunos se sienten cómodos cuando sustituyen la legalidad objetiva por la justicia subjetiva. No hay que dejarles el campo libre. Sin embargo, insisto, la mala calidad y la excesiva proliferación de las leyes nos sitúan en una jungla normativa. Los autores más distinguidos acuñan expresiones brillantes: “motorización legislativa” (Carl Schmitt), “leyes desbocadas” (E. García de Enterría), “tempestad legislativa” (G. Zagrebelsky)…
 Según cuenta Víctor Hugo, la ley, erigida sobre un altar, presidía el gran salón de sesiones de la Convención. La ratio scripta llegaba a su máxima expresión. Sin embargo, ya se sabe, el sueño de la razón produce monstruos. Hemos olvidado también las señas de identidad de la división de poderes, incluida su trayectoria histórica y su virtualidad actual. Recuerda Punset las reglas elementales: “juzgar no es legislar” y “juzgar no es administrar”, pero también el deber del Ejecutivo y del Parlamento de respetar el ámbito propio de la iurisdictio. Acaso la “envidia” institucional sea un factor adecuado de explicación, aunque muy difícil de traducir en esquemas racionales. La ley es un producto tardía de la civilización jurídica si la comparamos con la decisión singular del juez. Ahora amenaza con invadir  campos que le están vedados, a base de leyes singulares, un producto nefasto desde el punto de vista de la lógica ordinamental

Lex o ius, Creonte o Antígona, legalidad y legitimidad. Cada generación reproduce a su manera un debate eterno, porque la condición humana no se resigna a cambiar la hipótesis de la justicia por la certeza de la seguridad. Hace tiempo que la ley ha ganado la batalla en el mundo real, mientras que el Derecho se refugia en el mundo platónico de las Ideas, donde nadie le exige pruebas empíricas. El citado Zagrebelsky recuerda que todos pierden en la tragedia intemporal de Sófocles: la heroína se deja la vida; el malvado, el honor
. Lo peor de todo es que la ley muere víctima de sí misma. El ordenamiento jurídico es inabarcable. Sobre el ciudadano indefenso recae día tras día un aluvión de disposiciones de ámbito mundial (pocas), europeo, nacional, autonómico y local, cuyo conocimiento (incluso superficial) resulta imposible para el más cuidadoso de los profesionales. Los principios de unidad, coherencia y plenitud del ordenamiento ya no existen. El jurista agobiado acude entonces a los principios, abarcables todavía, aunque por poco tiempo. Es casi peor. Las normas se llenan de conceptos abstractos: “proporcionalidad”, “eficiencia”, “confianza legitima”…, lo que ustedes quieran. Algunos jueces disfrutan como nunca: ahora son incluso más libres que los anglosajones para convertir su voluntad justiciera en decisión imperativa. El abogado tiene que ser sincero ante el cliente perplejo: imposible prever el resultado final del pleito. Así pues, hay que legislar menos, mucho menos, y legislar mejor, mucho mejor. Por exceso de leyes, vivimos a día de hoy en una Ciudad sin Ley. El Estado de Derecho y el más elemental sentido común exigen una reducción drástica del número de disposiciones vigentes a partir de un compromiso político para acabar con esta inflación normativa, cuyas secuelas son equiparables a la inflación monetaria: las normas valen cada día menos, en valor nominal y en valor real. 

La calidad de las leyes no es una obsesión de leguleyos, sino la esencia misma del poder político bajo el imperio de la ley
. El ímpetu legiferante arrasa las formas y maltrata los contenidos. Hace falta una nueva “lucha por el Derecho”, recordando el viejo título de Rudolf von Ihering. Tal vez el espíritu de la jurisprudencia romana, el “buen Derecho viejo” medieval, las excelencias del Common Law o el tiempo de los Códigos liberales sean incompatibles con la sociedad de masas y la democracia mediática. Recuerden que Stendhal leía unos pocos artículos del Code napoleónico para coger tono antes de sentarse a escribir. Imaginen que hoy leyera el “Diario Oficial de la Unión Europea” o el “Boletín Oficial del Estado”, ya solo en versión digital… ¿Recuerdan la Constitución de Cádiz?  Leyes sabias y justas, decían allí nuestros Padres Fundadores, desde el salón de sesiones de San Felipe Neri. A ver si el legislador toma buena nota…

Los jueces también deben tomar nota, como es natural, a pesar de que la dinámica postmoderna exige emociones (y no razones) susceptibles de proyectarse en el escenario mediático. El “teatro” judicial está cargado de miedos escénicos, reproducidos una y otra vez en los medios. Así las cosas, la razón jurídica se resiente de una excitación que hace imposibles los matices propios del oficio. El Poder Judicial, a pesar de las tentaciones, tiene que jugar en el campo de los antecedentes de hecho y los fundamentos de Derecho. La lucha por el poder no tiene sitio en el mundo de las togas. Termino con el personaje de Graham Greene, en El americano impasible: “no quiero cracias, ni ismos; solo hechos”. Buen propósito para un Estado de Derecho servido con prudencia por nuestros jueces en democracia.

Muchas gracias.
�  Me ocupo también de estas cuestiones en mi libro Democracias inquietas. Una defensa activa de la España constitucional, Ed. Nobel, Oviedo, 2015, capítulo IV.


�Theodor MOMMSEN, Historia de Roma (1856), Libro V, Fundación de la Monarquía militar, que cito por la versión española de Turner, Madrid, 1983 (revisada sobre la antigua de 1876, aunque todavía muy mejorable). El episodio que nos ocupa en pág. 38 y sigs.


  .


� Cito por la conocida edición española a cargo de Mercedes Blázquez y Pedro de Vega: El espíritu de las leyes (1748), Tecnos, Madrid, 1972, pág. 150 y sigs. (son los famosos capítulos IV al VI del libro XI de la Parte Primera).


� En especial, véase Eduardo GARCÍA DE ENTERRÍA, Revolución Francesa y Administración contemporánea, Taurus, Madrid, 1981.   


� Jules MICHELET sitúa el asunto en el comienzo de su celebérrima Historia de la Revolución francesa, escrita entre 1847 y 1853. Cito  por la hermosa edición de Ikusager, Vitoria-Gasteiz, 2008, vol. 1, pág. 71: “Defino la Revolución francesa diciendo que es el advenimiento de la ley, la resurrección del Derecho, la reacción de la Justicia”. También le dan relevancia al problema otros historiadores  tan notables como F. Furet o G. Lefebvre. Un excelente análisis de la institución desde el punto de vista político, en Paloma DE LA NUEZ, “La Corona y los Parlamentos franceses en el siglo XVIII. Elementos históricos de un conflicto constitucional”, en Revista de las Cortes Generales, nº 81, 2010, pág. 189 y sigs.


� Con cifras oficiales del Consejo General del Poder Judicial, en 2013 los órganos jurisdiccionales españoles tramitaban 1.661 casos por delitos vinculados con la corrupción. Además, se cuenta un total de 512 “macroprocesos”, así llamados por su especial complejidad. Frente a esta situación se reclaman más jueces y funcionarios así como mayor auxilio de la Agencia Tributaria y  de Interior, a través de la UDEF.


� Véanse las reflexiones, agudas y desencantadas, de Alejandro NIETO, El desgobierno de los jueces, Ariel, Barcelona, 2008. Este y los demás libros de Nieto son una vacuna contra el dogmatismo jurídico.


� When we study law we are not studying a mystery but a well-known profession. Cito por The Path of the law after one hundred years, en Harvard Law Review, vol. 110, nº 5, 1997, pág. 989 y sigs.


� La bibliografía es ya (casi) abrumadora. En España contamos con expertos muy relevantes como Manuel Villoria y el grupo de trabajo que colabora con Transparencia Internacional.


� Juan A. SANTAMARÍA PASTOR, “Muerte y transfiguración de la desviación de poder: sobre las sentencias anulatorias de planes urbanísticos”, en Revista de Administración Pública, nº 195, 2014, pág. 197 y sigs. El título se inspira en un famoso poema sinfónico de Richard Strauss.


� El llamado “caso Malaya” y los avatares político-administrativos del Ayuntamiento de Marbella son el ejemplo más conocido, pero no el único, ni mucho menos. No obstante, los macroprocesos son espectaculares a efectos mediáticos, pero tienden a ser ineficaces desde el punto de vista de la política criminal.


� España ocupa un lugar discreto en los rankings de Transparencia Internacional, pero solo un poco peor que Francia y bastante mejor que Italia. A la vista de los parámetros que utiliza esta ONG, es probable que la aplicación de la ley permita mejorar de forma sustancial nuestros índices.


� Autor, junto con Samuel Warren, del  trabajo pionero sobre The right to privacy (1890), Louis BRANDEIS publicó una obra que causó fuerte impacto: El dinero de los demás. Y de cómo lo utilizan los banqueros, Ariel, Barcelona, 1994. Este famoso juez del Tribunal Supremo (entre 1916 y 1939) da nombre a una prestigiosa Universidad, con sede en Waltham, Massachusetts.


� Aunque técnicamente son supuestos diferentes, la opinión pública española no puede evitar la comparación con el enjuiciamiento de las presuntas responsabilidades de Jacques Chirac o de Nicolás  Sarkozy, expresidentes de la República francesa.


� Un buen análisis sobre los problemas teóricos y prácticos en Pierre ROSANVALLON, La legitimidad democrática. Imparcialidad, reflexividad, proximidad, Paidós, Barcelona, 2010, en especial, cap. 3. Este autor denuncia con razón el partidismo que inspira muchas valoraciones doctrinales: los argumentos en favor o en contra del activismo o el self-restraint se modifican según las mayorías coyunturales. Como dice irónicamente Rosanvallon, muchos juristas han cambiado el fusil de hombro.


� Ted Kennedy se distinguió en ese proceso de descalificación ante un comité cuyos hearings presidía Joe Biden, por entonces un novato senador demócrata. Todavía se usa en el Capitolio el neologismo to bork para aludir a la descalificación implacable de un aspirante. 


�  Un amplio estudio sobre el contexto en Francisco FERNÁNDEZ SEGADO, “El trasfondo político y jurídico de la Marbury vs. Madison Decission”, en Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional (CEPC), nº 15, 2011, pag. 139 y sigs, y otros trabajos del autor, como “Los orígenes de la Judicial Review”, en Revista de las Cortes Generales, nº 82, 2011, pág. 9 y sigs.


� Un resumen  muy útil en M. BELTRAN DE FELIPE y otros, Las sentencias básicas del Tribunal Supremo de los Estados Unidos de América, CEPC, Madrid, 2ª ed. 2010. 


� Aquí se inscribe el debate contemporáneo entre “liberales” y “republicanos”. Me ocupo ampliamente del tema  en los capítulos III (“Comercio contra Virtud”) y IV (“Virtud contra Comercio”) de mi discurso de ingreso en la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas: La Ciudad de las Ideas. Grandeza y servidumbre de la Moderación Política, RACMYP, Madrid, 2014, págs. 79 y sigs. y 111 y sigs., respectivamente.


� El concepto  jurídico-administrativo “Administraciones independientes” resulta confuso. A mi juicio, “Estado imparcial” es más preciso. En la misma línea, “Estado regulador” o “Estado garante” son conceptos ya consagrados por los iuspublicistas más sensibles a los nuevos tiempos. Entre la bibliografía relevante, me remito a los trabajos de S. Muñoz Machado y L. Parejo y también, los más recientes, J. Esteve Pardo y J.L. Carro (ambos en la emblemática Revista de Administración Pública). 


� En todos los países, cada uno a su manera. Un caso que reúne todos los elementos del producto mediático es el de Joaquim Barbosa, presidente del Tribunal Supremo de Brasil. De origen humilde, es el primer presidente de raza negra del Alto Tribunal y salta a la fama con las condenas contundentes por el mensalào, un desvío de fondos públicos para comprar votos parlamentarios en la etapa de Lula da Silva.


� Comparto el criterio de Andrés OLLERO: “explicitar el Derecho que es implica siempre emitir un juicio sobre cómo debe ser interpretado”. En Derecho y moral: una relación desnaturalizada, Fundación Coloquio Jurídico Europeo, Madrid, 2012, pág. 31.


� Se publicó en 1956, y algunas opciones ideológicas han envejecido sin remedio. Hay versión española reciente: Piero CALAMANDREI, La Constitución inacabada, Tecnos, Madrid, 2013, con estudio preliminar de Perfecto Andrés Ibáñez.


� Una buena reflexión al respecto en Yuval Noah HARARI, “¿Éramos más felices en la Edad de Piedra?”, en Letras libres, nº 159, 2014, pág. 8 y sigs., donde contrapone una visión whig y otra romántica del progreso en relación con la felicidad humana.


� Me remito, para los aspectos prácticos, a una amplia bibliografía sobre técnica normativa, a cargo de autores como Luis Cazorla, o Fernando Sainz Moreno, y muchos otros, así como a las Memorias anuales del Consejo de Estado. Me permito citar mi artículo “Procedimiento legislativo y Calidad de las Leyes”, en Revista Española de Derecho Constitucional, nº 28, 1990, pág. 25 y sigs., así como a otras intervenciones recientes en la Academia Matritense del Notariado, la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación y el Parlamento de Andalucía, que me han permitido revisar mis planteamientos juveniles como ilusionado Letrado de las Cortes.


� Ramón PUNSET, “¿De nuevo sobre la división de poderes”, originalmente en Fundamentos, vol. 5, 2009, pág. 13 y sigs. Ahora en su libro Potestades normativas y forma de gobierno, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 2014, pág. 41 y sigs. En general, M.J.C. VILE, El constitucionalismo  y la separación  de poderes, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 2007.


� Gustavo ZAGREBELSKY, “La Ley, el Derecho y la Constitución”, en Revista Española de Derecho Constitucional, nº 72, 2004, pág. 11 y sigs. En pág. 13 escribe con razón: “la silenciosa sacralidad del Derecho ha sido suplantada por la prolija exterioridad de la ley” y así “la ley ha fagocitado al Derecho; la legalidad, a la legitimidad” (pág. 15).


� Las leyes son hoy día un enjambre inextricable  que ha convertido el imperio de la ley en el paraíso de los abogados. Lo dice con razón el historiador Niall FERGUSON, La gran degeneración, Debate, Barcelona, 2013. Desde el punto de vista del positivismo jurídico, véase Francisco J. LAPORTA, El imperio de la Ley, Trotta, Madrid, 2007.
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